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Rizzo, Jorge Gabriel y otro c/ EN

- DNU 70/23 s/ amparo ley 16.986.

Corte Suprema de Justicia de la Nación
 

 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la parte 

actora en la causa Rizzo, Jorge Gabriel y otro c/ EN - DNU 70

/23 s/ amparo ley 16.986", para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1°) Que el señor Jorge Rizzo, por derecho propio y 

en representación de la Asociación Civil Gente de Derecho, 

promovió acción de amparo contra el Estado Nacional a fin de 

que se declare la inconstitucionalidad “integral del Decreto N° 

” (en adelante, “DNU”), por 70 de 2023 (B.O. del 21/12/2023)

entender que comporta una violación de lo dispuesto por los 

artículos 1°, 4°, 5°, 9°, 14, 14 bis, 16, 17, 18, 19, 31, 33, 

41, 75 y 100 de la Constitución Nacional.

En lo que aquí importa, en la presentación inicial 

el actor indicó que la asociación civil “…está integrada por 

 [que] … abogados tenemos un juramento de lealtad con la 

” y que se consideran “Constitución Nacional militantes de la 

”. defensa de la Supremacía de la Constitución Nacional

Asimismo, alegó que “…de manera ilegítima el DNU legisla sobre 

una diversidad de materias que se encuentran expresamente 

reservadas a la competencia del Congreso Nacional (impuestos, 

derechos y libertades individuales y colectivos, trabajo, 

seguridad social, derechos económicos, sociales y culturales, 

reforma del estado, comercio exterior, bioeconomía, minería, 

energía, aerocomercial, justicia, código civil y comercial, 

”.salud, comunicación, deportes, sociedades, etc.)

2°) Que la Sala de feria de la Cámara Nacional de 

Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal confirmó 

la decisión de primera instancia que había rechazado la acción 

con fundamento en que no se hallaba configurada la existencia 

Buenos Aires, 16 de abril de 2024



de una “causa”, “caso” o “controversia” que corresponda al 

Poder Judicial de la Nación resolver en los términos del 

artículo 116 de la Constitución Nacional. 

A tales efectos, el tribunal de alzada recordó que “

la inexistencia del derecho subjetivo a la legalidad, determina 

que –salvo hipótesis excepcionales– la reacción impugnatoria no 

pueda ser promovida por quien no se encuentra personal y 

directamente perjudicado. Este factor opera como límite 

negativo. No basta cualquier interés; concretamente, no alcanza 

el interés en la legalidad, sino que se torna indispensable un 

”.interés calificado

También manifestó que “la condición de ciudadano no 

es apta –en el orden federal– para autorizar la intervención de 

los jueces a fin de ejercer su jurisdicción, pues dicho 

carácter es de una generalidad tal que impide tener por 

configurado el interés concreto, inmediato y sustancial que 

permita considerar al pleito como una 'causa', 'caso' o 

'controversia', en los términos de los arts. 116 y 117 de la 

Constitución Nacional, único supuesto en que la mentada función 

”.puede ser ejercida

Puso de resalto que el actor había fundado su 

legitimación en su condición de “ciudadano” y en representación 

de una asociación que defiende los intereses de los 

profesionales del derecho. Al respecto, sostuvo que la 

condición de ciudadano alegada resultaba insuficiente “...para 

ser parte, pues dicha calidad, sin otro interés concreto 

jurídicamente protegido, no otorga legitimación suficiente para 

”. demandar
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Con relación a la legitimación colectiva invocada 

por la asociación, entendió que se encontraba firme el rechazo 

de la tramitación de la acción como colectiva. Por lo demás, 

agregó que los cuestionamientos constitucionales efectuados 

eran de carácter genérico, sin demostrar ni alegar fundadamente 

de qué manera la normativa impugnada le generaría una 

afectación concreta, directa e inmediata en su situación 

jurídica particularizada en tanto asociación civil; máxime 

cuando, como se dijo, el proceso había sido declarado y había 

tramitado como un amparo individual (artículo 43 párrafo 1° de 

la Constitución Nacional y ley 16.986). 

3°) Que contra esta decisión el actor interpuso el 

recurso extraordinario cuya denegación originó la queja en 

examen.

En dicha presentación señaló que “el fallo debe ser 

tachado de arbitrariedad puesto que en modo alguno se ha 

referido, ni ha tratado, ni estudiado, ni fundado en derecho, 

aquello alegado por el amparista como presupuesto básico de su 

petición: La de la inconstitucionalidad, nulidad e 

inaplicabilidad del DNU 70/23, cuyo dictado vulneró lo 

”.establecido en el art. 99 inc. 3 y ccs. de la CN

Afirmó que la cámara no había advertido que la 

inconstitucionalidad del DNU afectaba en un modo absoluto a 

todos los habitantes de la Nación y, consecuentemente, 

desconoció “que una asociación de abogados cuyo fin es defender 

en forma irrestricta el texto constitucional, abarca a un grupo 

(los abogados y sus clientes, a la sazón todos los habitantes 

de la Nación que acudan o necesiten alguna vez acudir a ellos 

por el dictado del DNU cuestionado) afectado por cuestiones de 



hecho y de derecho que son comunes y homogéneas a todo el grupo

”.

Invocó lo que, según su parecer, sería la doctrina 

de Fallos: 338:249 (“Colegio de Abogados de Tucumán”) y destacó 

que, independientemente de la naturaleza individual o colectiva 

del proceso, lo determinante es “como se evalúa la legitimación 

” como la presente, activa en las situaciones excepcionalísimas

lo que obligaría a matizar la teoría del caso de modo de 

salvaguardar el orden republicano cuando está amenazado.

4°) Que el recurso extraordinario ha sido bien 

denegado pues no rebate los argumentos de la sentencia de 

cámara en términos que satisfagan el requisito de 

fundamentación autónoma al que se refiere el artículo 15 de la 

ley 48. Dicha exigencia supone que el escrito respectivo debe 

contener una crítica prolija de la sentencia impugnada; o sea 

que el apelante debe rebatir todos y cada uno de los 

fundamentos en que se apoya el juez para arribar a las 

conclusiones que lo agravian, a cuyo efecto no basta sostener 

un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia 

(ver Fallos: 310:2376; 327:4622; 328:3922; 331:563; entre 

otros). Es carga del apelante que el recurso extraordinario 

federal satisfaga el requisito de fundamentación autónoma a fin 

de que esta Corte pueda tratar los agravios que se pretenden 

traer a su conocimiento y, por ello, su incumplimiento implica 

la inadmisibilidad del recurso (Fallos: 315:142; 325:1478; 326

:1478; 344:81; 345:89; 345:440, entre muchos otros).

El actor ha incumplido con esa carga pues no refuta 

la conclusión central del pronunciamiento recurrido de que ni 

él personalmente, ni la asociación que preside, poseen un 

interés concreto o sustancial en la declaración de 

inconstitucionalidad del DNU. En su recurso no explica de qué 
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modo la aplicación de ese decreto les causa una afectación 

personal, diferenciada de la que, por hipótesis, podría recaer 

sobre el resto de la población. Tampoco ha rebatido lo afirmado 

por la cámara acerca de la firmeza de la decisión que 

desconoció carácter colectivo a esta acción, lo que impide 

analizar el gravamen que la norma cuestionada podría causar a 

terceras personas que no son parte en este pleito. 

5°) Que los argumentos que sustentan la decisión de 

la cámara distan mucho de ser novedosos y se apoyan en una 

larga y consistente jurisprudencia de este Tribunal. El recurso 

extraordinario federal no se hace cargo en modo alguno de 

dichos argumentos. 

Es sabido que en nuestro sistema constitucional la 

existencia de un caso judicial es una precondición para la 

intervención de los tribunales nacionales y constituye un 

requisito  de su accionar (artículo 116 de la sine qua non

Constitución Nacional; artículo 2° de la ley 27). Es por ello 

que la admisibilidad del recurso extraordinario interpuesto se 

encuentra subordinada a la existencia de un "caso" o una 

"controversia" en los términos de las normas citadas (Fallos: 

334:236 y su cita). 

En palabras de esta Corte, la existencia de "caso" 

presupone la de "parte", esto es la de quien reclama o se 

defiende y, por ende, la de quien se beneficia o perjudica con 

la resolución adoptada al cabo del proceso. Es decir, para que 

exista un caso es imprescindible que quien reclama tenga un 

interés suficientemente directo, concreto y personal 

—diferenciado del que tienen el resto de los ciudadanos— en el 

resultado del pleito que propone, de manera que los agravios 

que se invocan lo afecten de forma "suficientemente directa" o 

"substancial" (Fallos: 306:1125; 308:2147; 310:606; 326:3007; 



333:1023; 342:853, entre muchos otros). Si esta Corte —o 

cualquier otro tribunal nacional— interviniese en asuntos donde 

el peticionario carece de legitimación en los términos 

señalados transgrediría el severo límite al poder judicial que 

surge del artículo 116 de la Constitución y que es propio del 

esquema de división de poderes que ella organiza (conf. Fallos: 

5:316; 30:281; 156:318, entre muchos otros).

6°) Que el actor se agravia porque la cámara no se 

pronunció sobre la constitucionalidad del decreto cuestionado 

sin advertir que la ostensible ausencia de un interés personal 

de su parte (y, por ende, de un caso contencioso) le impedía al 

tribunal emitir un pronunciamiento de esa índole. 

En tal sentido, debe recordarse que "el control 

encomendado a la justicia sobre las actividades ejecutiva y 

legislativa requiere que el requisito de la existencia de un 

‘caso’ sea observado rigurosamente, no para eludir cuestiones 

de repercusión pública sino, como se dijo, para la trascendente 

preservación del principio de división de poderes, al excluir 

al Poder Judicial de una atribución que, como la de expedirse 

en forma general sobre la constitucionalidad de las normas 

emitidas por los otros departamentos del gobierno, no le ha 

sido reconocida por el art. 116 de la Constitución Nacional" 

(Fallos: 330:3109). En otras palabras, los tribunales federales 

no han sido investidos por la Constitución de la facultad de 

analizar la constitucionalidad de normas o formular 

interpretaciones de ellas en abstracto, lo que impide 

pronunciamientos meramente teóricos o consultivos. Admitir 

pretensiones de esta naturaleza implicaría alterar radicalmente 

el carácter del Poder Judicial de la Nación, transformándolo en 

un órgano distinto al que crea nuestra Constitución. En ese 

contexto, resulta evidente que el agravio de la apelante 
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relativo a la falta de pronunciamiento de la cámara sobre los 

planteos de inconstitucionalidad del DNU impugnado es 

insuficiente para fundar mínimamente el recurso extraordinario 

federal que fuera, como se anticipó, correctamente denegado por 

el .a quo

7°) Que a lo largo de su presentación el recurrente 

invoca su condición, compartida con la de los socios de la 

entidad que representa, de abogado interesado en la defensa de 

la legalidad para fundar su legitimación. Sin embargo, no se 

advierte (y el recurrente tampoco lo explica) el modo en que 

una calidad de dicha naturaleza, desde una perspectiva 

procesal, se distinguiría de la condición de ciudadano a la que 

este Tribunal ha desconocido invariablemente legitimación para 

demandar (arg. de Fallos: 321:1252, con cita de “Schlesinger v. 

Reservists Committee to Stop the War”, 418 U.S. 208, 

especialmente págs. 222, 226/227; Fallos: 322:528; 324:2048; 333

:1023; 345:191, entre otros). 

En tal sentido, esta Corte ha señalado en reiteradas 

oportunidades que la ampliación de la legitimación derivada de 

la reforma constitucional del año 1994 no ha modificado la 

necesidad de que los tribunales de justicia comprueben la 

existencia de un “caso”, pues no se admite una acción que 

persiga el control de la mera legalidad de una disposición 

(Fallos: 332:111, considerando 9°; 346:1257, entre otros).

En ningún pasaje del escrito recursivo se aprecia 

siquiera el esbozo de un argumento que apunte a diferenciar el 

objeto de esta acción de aquellos que, de acuerdo con la 

invariable jurisprudencia del Tribunal en la que se apoyó la 

decisión de la cámara, no habilitan la promoción de una 

pretensión en la justicia federal.



8°) Que, finalmente, cabe añadir que no basta para 

fundar el recurso promovido una transcripción parcial de la 

sentencia publicada en Fallos: 338:249, sin explicar de qué 

manera las circunstancias tenidas en vista en aquella 

oportunidad serían análogas a las presentes. 

En efecto, en el fallo invocado no se encontraba en 

juego un planteo de inconstitucionalidad de un decreto de 

necesidad y urgencia, sino de normas constitucionales 

reformadas en alegada violación a las pautas que delimitaban la 

competencia reformadora de la convención constituyente. La 

diferencia es significativa. Por lo demás, en la sentencia 

recordada se consideró —contrariamente a lo que ocurre en los 

presentes obrados— que la asociación actora resultaba afectada 

de modo directo por las normas impugnadas. Concretamente, se 

dijo que lo allí decidido “no debe equipararse a la admisión de 

la acción popular que legitima a cualquier persona, aunque no 

titularice un derecho, ni sea afectada, ni sufra perjuicio. En 

abierta contradicción a ella, la legitimación en este caso 

presupone que el derecho o el interés que se alega al iniciar 

la acción presentan un nexo suficiente con la situación del 

demandante, y aunque no se requiere que sea suyo exclusivo, 

resulta evidente que el Colegio —en su carácter de persona 

jurídica de derecho público con la categoría de organismo de la 

administración de justicia (art. 17 de la ley 5233)— será 

alcanzado por las disposiciones impugnadas […]” (considerando 

12). Como se recordó en Fallos: 342:853, “el apropiado uso de 

los precedentes está rigurosamente condicionado a que en el 

nuevo caso se presenten las mismas circunstancias de hecho y 

jurídicas consideradas en la causa” que se invoca. El actor no 
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insinúa, siquiera, de qué modo las disposiciones que se 

pretenden impugnar por medio de la presente acción de amparo 

alcanzan de manera directa a los presentantes. 

En virtud de las consideraciones precedentes, se desestima 

el recurso de queja interpuesto. Teniendo en cuenta el modo en 

que se decide, intímase a la recurrente para que, dentro del 

quinto día, haga efectivo el depósito previsto en el artículo 

286 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, de 

conformidad con la acordada 13/2022, a la orden de esta Corte y 

como perteneciente a estas actuaciones, bajo apercibimiento de 

ejecución (artículo 13, inciso b, de la ley 23.898; doctrina de 

Fallos: 333:1254). Notifíquese y, oportunamente, archívese.

 



Recurso de queja interpuesto por Jorge G. Rizzo, letrado en causa 
propia y en representación de la Asociación Civil Gente de Derecho. 

Tribunal de origen: Cámara Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal, 
Sala II. 

Tribunal que intervino con anterioridad: Juzgado Nacional de Primera 
Instancia en lo Contencioso Administrativo Federal n° 10. 
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